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MONTSERRAT CUCHILLO i FOIX 

La autonomía municipal en el vigésimo 
aniversario de la Constitución española de 1978 

EL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA Y LA 
POSICIÓN CONSTITUCIONAL DE LAS 
INSTITUCIONES MUNICIPALES 

Las instituciones municipales constitu- 
yen los centros nucleares de la organiza- 
ción política y administrativa de la prác- 
tica totalidad de los sistemas políticos 
democráticos. Pero en los últimos dece- 
nios, los estudios centrados en dichas ins- 
tituciones son poco numerosos. Ello es 
especialmente cierto en el Estado espa- 
ñol, donde la estructuración del Estado 
como Estado autonómico', a raíz de la 
promulgación de la Constitución de 1978, 
ha relegado a un segundo plano el recono- 
cimiento constitucional de la autonomía 
local. 

El vigésimo aniversario de la promul- 
gación de la Constitución española de 1978 
constituye una excelente ocasión, en mi 
opinión, para replantearse las cuestiones 
relativas al papel de esas instituciones nu- 
cleares de la vida colectiva. Así como para 
reconsiderar la posición que al respecto han 
mantenido la generalidad de la doctrina y 
la jurisprudencia mayoritaria y proponer 
una interpretación del texto constitucional 
más acorde con el verdadero alcance y sig- 
nificación de los preceptos que sancionan 
el derecho a la autonomía local. 

Los artículos 137 y 140 de la Constitu- 
ción española de 1978 establecen que los 
municipios gozan de autonomía para la 
gestión de sus respectivos intereses, que 
su gobierno y administración corresponde 
a los ayuntamientos y que sus miembros 
serán elegidos mediante sufragio univer- 
sal, igual, libre, directo y secreto. El ar- 
tículo 142 CE precisa que las haciendas 
locales deberán disponer de los medios su- 
ficientes para el desempeño de las funcio- 
nes que la ley atribuye a las corporaciones 
respectivas y que se nutrirán fundamental- 
mente de tributos propios y de participa- 
ción en los del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. 

La Ley Reguladora de las Bases del 
Régimen Local de 1985 ( en adelante LBRL) 
concreta las previsiones constitucionales y 
establece los principios comunes a las ins- 
tancias locales en la totalidad del Estado. 

Los artículos 1.1 y 11.1 de la LBRL defi- 
nen a los municipios como entidades bási- 
cas de la organización territorial del Estado 
y cauces inmediatos de participación ciu- 
dadana en los asuntos públicos y recuer- 
dan que el municipio tiene personalidad 
jurídica y plena capacidad para el cumpli- 
miento de sus fines. 

Los artículos 4.1 y 7 .2 de la LBRL esta- 
blecen que, en la esfera de sus competen- 
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cías, las entidades municipales disponen de 
las potestades reglamentaria y de autoor- 
ganización, tributaria y financiera y de pro- 
gramación y planificación y precisan que 
las competencias municipales propias se 
ejercen en régimen de autonomía y bajo la 
propia responsabilidad. 

Los municipios son pues, en el ordena- 
miento español, instituciones representa- 
tivas de la colectividad asentada en su 
territorio, que gestionan y administran los 
intereses propios de su comunidad en ré- 
gimen de autonomía. 

Ello no implica, evidentemente, la atri- 
bución de las competencias relativas a la 
totalidad de funciones y actividades públicas 
en la esfera municipal. Pues la Constitu- 
ción no sanciona tan sólo el derecho de los 
municipios a gestionar con autonomía los 
intereses de la comunidad municipal, sino 
que también reconoce el derecho a la au- 
tonomía de las nacionalidades y regiones 
para la gestión de los intereses de sus co- 
lectividades respectivas (artículo 2º CE), 
y el derecho a la autonomía municipal debe 
compatibilizarse, en buena lógica, con el 
derecho a la autonomía regional. Por otra 
parte, y atendida la fundamentación de la 
Constitución en «la indisoluble unidad de 
la Nación española» (artículo 2º CE), el texto 
constitucional establece un elenco de com- 
petencias reservadas al Estado para garan- 
tizar la unidad de la Nación y la supremacía 
de los intereses estatales (artículo 149,1 CE). 

LOS PRISMAS O PERCEPCIONES 
DE LA AUTONOMÍA LOCAL 
EN EL SISTEMA ESPAÑOL 

La imprecisión, o quizás mejor, la "par- 
quedad", del texto constitucional en la 
definición del contenido de la autonomía 
municipal ha determinado la asignación 
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de un papel fundamental, en su concre- 
ción, a la jurisprudencia constitucional. 
En efecto, el Tribunal Constitucional tuvo 
ocasión de pronunciarse en 1981, su pri- 
mer año de funcionamiento, en dos con- 
flictos relevantes sobre la autonomía lo- 
cal (STCs 2 y 40 de 1981 ). Sus decisiones 
sentaron las bases de la delimitación pos- 
teriormente efectuada por el legislador 
estatal, en la LBRL de 19852• 

A partir de dichos pronunciamientos, el 
legislador y la jurisprudencia han vertebrado 
la autonomía municipal en torno, básica- 
mente, a cuatro criterios: 
1) La idea de autonomía como poder limi- 
tado a un círculo de intereses. 
2) La idea de autonomía como capacidad 
de opción y decisión en relación a ese 
círculo de intereses. 
3) La idea de autonomía como derecho de 
una colectividad a participar en el gobier- 
no y administración de sus intereses. 
4) La idea de autonomía local como dere- 
cho a la preservación de la institución 
municipal en los términos comúnmente 
percibidos por la colectividad. 

La autonomía como poder limitado 

La construcción de la noción de "autono- 
mía" en torno a la idea de "poder limita- 
do" se traduce en la subordinación a la 
unidad de la Nación y en el reconocimien- 
to de la supremacía que corresponde a las 
instituciones estatales. Ello se concreta 
en la circunscripción del ámbito de actua- 
ción en régimen de autonomía de las enti- 
dades territoriales en que se estructura el 
Estado al delimitado por la esfera de la 
colectividad respectiva. 

La noción de autonomía como poder li- 
mitado juega, en el sistema español, tanto 
en relación a las Comunidades Autónomas, 
como en relación a las instancias locales. 
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En el caso de las Comunidades Autóno- 
mas esa limitación opera exclusivamente 
respecto de los intereses estatales. En el 
caso de las instituciones locales esa subor- 
dinación a otros intereses opera tanto res- 
pecto de las instancias estatales, como de 
las autonómicas. 

En tal sentido, la STC 2/1981 afirmó: 
«Ante todo resulta claro que la autonomía 
hace referencia a un poder limitado. En 
efecto, autonomía no es soberanía-y aun 
ese poder tiene sus límites-, y dado que 
cada organización territorial dotada de au- 
tonomía es una parte del todo, en ningún 
caso el principio de autonomía puede opo- 
nerse al de unidad ... » 

La posición de superioridad de las ins- 
tancias estatales y autonómicas respecto de 
las instituciones municipales, no autoriza 
a dichas instancias a realizar control algu- 
no acerca de la oportunidad de las decisio- 
nes adoptadas por el municipio para la 
gestión de los intereses de su colectividad. 
La sanción constitucional de la autonomía 
local excluye los poderes de tutela. A lo 
máximo, dice el Tribunal Constitucional 
en la STC 2/1981, « ... cabrán controles pun- 
tuales de legalidad, que habrán de referir- 
se normalmente a supuestos en que el 
ejercicio de las competencias de la enti- 
dad local incidan en intereses generales con- 
currentes con los propios [ ... ] sean de la 
Comunidad Autónoma o del Estado». 

El legislador ha recogido la posición del 
Tribunal constitucional. La LBRL excluye 
el control de oportunidad de las decisio- 
nes adoptadas en el ejercicio de competen- 
cias locales (artículos 7 .2 y 3º LBRL) y remite 
el control de la legalidad de la actuación 
municipal a los tribunales de justicia. La 
intervención del Estado o de la Comuni- 
dad Autónoma se limita a las decisiones 
locales que inciden en el ámbito de sus 
competencias infringiendo el ordenamiento 
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jurídico. En tales supuestos, podrán requerir 
a la municipalidad para que anule el acuerdo 
en cuestión. Transcurrido el plazo señala- 
do en el requirimiento sin que su petición 
haya sido atendida, la capacidad de reac- 
ción del Estado o de la Comunidad Autó- 
noma se ciñe a la impugnación de la decisión 
municipal ante la jurisdicción contenciosa 
(artículo 65 LBRL). 

La autonomía como capacidad de 
opción y decisión 

La construcción de la noción de autono- 
mía en torno a la idea de capacidad de 
opción y decisión en relación a un círculo 
de intereses se traduce en la dotación de 
las competencias necesarias para la co- 
bertura de dichos intereses. Ello exige «la 
concreción de ese círculo de intereses en 
relación a cada materia» (STC 2 de 1981 ), 
la dotación de «todas las competencias 
propias y exclusivas que sean necesarias 
para satisfacer el interés respectivo» (STC 
2/1981) y la asignación, con ello, de un 
espacio propio a las instituciones locales. 
Un espacio de decisión libre, en el cual 
«expresar y manifestar las preferencias y 
la capacidad de elección de la colectivi- 
dad local» (STC 32/1981). Pues en un 
sistema de pluralismo político pueden 
plantearse legítimamente distintas opcio- 
nes políticas ya que « ... la existencia de 
una sola opción es la negación del plura- 
lismo» (STC 2/1981). 

La noción de autonomía centrada en la 
idea de capacidad de opción y decisión juega 
también, en el sistema español, tanto en 
relación a las Comunidades Autónomas, 
como a las instituciones locales. 

En el caso de las Comunidades Autó- 
nomas, la Constitución realiza una delimi- 
tación mínima de las competencias nece- 
sarias para satisfacer el círculo de intereses 
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comunitarios (artículos 148 y 149) y su 
concreción se difiere, de acuerdo con el 
modelo asimétrico y dispositivo sanciona- 
do por la misma, a los estatutos de Auto- 
nomía de cada Comunidad Autónoma3. La 
especificación de las competencias auto- 
nómicas se remite, en virtud del reconoci- 
miento del pluralismo político como valor 
superior del ordenamiento, al legislador 
estatal y autonómico4• 

La Constitución no realiza una delimi- 
tación mínima del círculo competencia! para 
la cobertura de los intereses de las institu- 
ciones locales, sino que la remite al legis- 
lador estatal y autonómico, atendiendo a 
criterios centrados en los intereses pre- 
valentes. Es decir, en atención a si es pre- 
ciso preservar la primacía de los intereses 
nacionales en relación a la materia en cues- 
tión ( artículo 149 .1 CE), o a si pueden pre- 
valecer los intereses de la Comunidad 
Autónoma (artículo 148 CE). Aunque, en 
todo caso, la concepción de la autonomía 
como capacidad de opción y decisión exi- 
ge la asignación de un espacio propio a las 
instituciones municipales, en los términos 
que se concretan más adelante. 

La autonomía como derecho de la 
colectividad a participar en la gestión 
y administración de sus intereses 

La idea de la autonomía como un derecho 
de la comunidad a participar, a través de 
órganos propios, en el gobierno y adminis- 
tración de «cuantos asuntos le atañen» 
(STC 40/1981) implica, en estrecha co- 
nexión con la capacidad de opción y deci- 
sión, que «los órganos representativos de 
la comunidad local han de estar dotados de 
las potestades sin las que ninguna actua- 
ción autónoma es posible» (STC 32/1981 ). 

Las facultades necesarias para esa par- 
ticipación conllevan, como especifica la 
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LBRL, la asignación de un conjunto de po- 
testades públicas a las entidades muni- 
cipales. Entre esos poderes destacan los 
poderes normativos, traducidos en dispo- 
siciones normalmente denominadas «orde- 
nanzas», los poderes de autoorganización, 
los poderes tributarios y financieros y los 
poderes de programación y planificación 
(artículo 4.1 LBRL). 

La idea de la autonomía municipal como 
derecho a la participación implica la con- 
figuración de las instituciones municipales 
como instancias legitimadas democrática- 
mente y habilitadas para definir las priori- 
dades de su actuación, que no pueden 
asimilarse a meras o simples Administra- 
ciones Públicas. Esa condición "cuasipo- 
lítica" comporta la atribución de una 
competencia general, inherente o implíci- 
ta para actuar en beneficio de la colectivi- 
dad respectiva. Excepto en relación a 
aquellos ámbitos expresamente prohibidos 
por la Constitución y por la ley y en rela- 
ción a los sectores materiales concretos, 
como puede ser el caso de la policía de fron- 
teras, atribuidos en exclusiva por la ley a 
otra instancia pública. 

La identidad entre la autonomía propia 
de las Comunidades Autónomas y de las 
entidades municipales, como instituciones 
representativas de las colectividades res- 
pectivas, resulta modulada en función de 
los poderes públicos concedidos a unas y 
otras. El Tribunal Constitucional apunta la 
existencia de una diferencia al predicar, de 
las entidades locales, «su carácter de Ad- 
ministraciones Públicas» (SCT 2/1981 ). El 
alcance de esa diferencia se concreta en la 
afirmación de que «la Constitución prefi- 
gura una distribución vertical del poder pú- 
blico entre entidades de distinto nivel que 
son el Estado, titular de la soberanía, las 
Comunidades Autónomas, caracterizadas 
por su autonomía política, y las provincias 
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y municipios dotados de autonomía admi- 
nistrativa de distinto ámbito» (STC 40/ 
1981). 

La Constitución no respalda sin embar- 
go, en mi opinión, la concepción de las 
entidades municipales como simples admi- 
nistraciones públicas y, como se pone de 
relieve más adelante, otros pronunciamien- 
tos del Tribunal Constitucional han modu- 
lado las afirmaciones citadas en el apartado 
anterior y han resaltado el carácter eminen- 
temente político de las instituciones mu- 
nicipales. En atención, justamente, a su 
condición de instancias directamente legi- 
timadas democráticamente, extremo que no 
es predicable de las Administraciones Pú- 
blicas y a los poderes que, en virtud de di- 
cha condición representativa, les otorga. 

La idea de autonomía municipal 
como derecho a la preservación 
de la institución 

La idea de autonomía local como derecho 
a la preservación de la institución, en los 
términos percibidos por la colectividad, 
se articula en torno a la figura de la garan- 
tía institucional. El Tribunal Constitucio- 
nal ha sostenido al respecto, que la Cons- 
titución asegura la existencia de las enti- 
dades municipales en sus componentes 
esenciales e impide cualquier «ruptura 
clara y neta de la imagen commúnmente 
aceptada de la institución» (STC 40/1981). 
La garantía institucional no conlleva el 
aseguramiento de un «ámbito competencia! 
determinado», sino la prohibición de li- 
mitaciones que «las priven prácticamente 
de sus posibilidades de existencia real 
para convertirse en un simple nombre» 
(STC 40/1981). 

La garantía constitucional de la autono- 
mía local no se limita a reservar a la ley la 
determinación del contenido competencia! 
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de la autonomía, « ... pues es precisamente 
la necesidad de preservar la autonomía frente 
al legislador (estatal y/o autonómico) lo que 
da su razón de ser a dicha garantía consti- 
tucional» (STC 40/1981). Ello implica el 
reconocimiento de un margen de actuación 
en el cual ejercer la capacidad de opción y 
decisión que la autonomía conlleva. Pero, 
por otra parte y puesto que concretar el 
interés en relación a un círculo de intere- 
ses «no siempre es fácil, en ocasiones sólo 
podrá llegarse a distribuir la competencia 
sobre una materia en función del interés 
predominante, pero sin que ello signifique 
un interés exclusivo que justifique una com- 
petencia exclusiva en el orden decisorio» 
(STC 2/1981). 

La garantía constitucional de la autono- 
mía local protege un núcleo de libre dispo- 
sición y opera de forma similar a como lo 
hace la protección constitucional de los de- 
rechos y libertades fundamentales recono- 
cidos en el artículo 14 y en la sección 1 ª del 
capítulo 2º del título I de la Constitución. 
En efecto, el Tribunal Constitucional ha in- 
corporado la idea del contenido esencial de 
los derechos y libertades, que impide que 
su desarrollo legislativo «desfigure y 
difumine los límites del derecho hasta ha- 
cerlo irreconocible» (STC 11/1981), de la 
misma forma que la garantía institucional 
de la autonomía local prohíbe las limitacio- 
nes que conviertan a las instituciones mu- 
nicipales «en un simple nombre» (STC 40/ 
1981). Aunque, a diferencia de lo que suce- 
de con esos derechos y libertades fundamen- 
tales, exigibles en amparo ante el Tribunal 
Constitucional (artículo 53.2 CE), la auto- 
nomía municipal no está protegida por un 
mecanismo procesal equivalente5• 

En cualquier caso, sin embargo, la ga- 
rantía constitucional de la autonomía local 
y el recurso a la noción de autonomía como 
derecho a la participación, se plasma en la . 
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decisión del legislador en virtud de la cual 
« .. .la legislación reguladora de los distintos 
sectores de la acción pública deberá asegu- 
rar a los municipios su derecho a intervenir 
en cuantos asuntos afecten directamente al 
círculo de sus intereses, atribuyéndoles las 
competencias que proceda en atención a las 
características de la actividad pública [ ... ] 
de conformidad con los principios de des- 
centralización y de máxima proximidad de 
la gestión administrativa a los ciudadanos» 
(artículo 2,1 LBRL). 

LA D.ISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL 
Y LOS PRISMAS O PERCEPCIONES 
DE LA AUTONOMÍA MUNICIPAL 

Los prismas desde los que el legislador y 
la jurisprudencia han construido la no- 
ción de autonomía local confluyen en tér- 
minos expresivos, en mi opinión, en los 
preceptos de la legislación local relativos 
a las competencias municipales. En parti- 
cular, en el precepto de la LBRL según el 
cual el municipio « ... para la gestión de 
sus intereses y en el ámbito de sus compe- 
tencias puede promover toda clase de ac- 
tividades y prestar cuantos servicios pú- 
blicos contribuyan a satisfacer las necesi- 
dades y aspiraciones de la comunidad 
vecinal» (artículo 25.1 LBRL) y en el pre- 
cepto que señala que cuando resulte muy 
difícil o inconveniente una asignación di- 
ferenciada de facultades decisorias, las 
leyes reguladoras asegurarán a las entida- 
des locales « ... su participación o integra- 
ción en actuaciones o procedimientos con- 
juntamente con la Administración del Es- 
tado y/o con la de la Comunidad Autóno- 
ma» (artículo 62 LBRL) .. 

La LBRL asigna al municipio, en mi opi- 
nión, una competencia general o implícita 
para actuar y decidir en relación a los inte- 
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reses municipales. Justamente debido a la 
consideración de que la autonomía se re- 
fiere a un poder limitado, que conlleva una 
capacidad de opción en relación a los inte- 
reses propios y específicos. A través de esa 
capacidad de opción se manifiesta el dere- 
cho de la colectividad municipal a inter- 
venir en el gobierno y administración de 
los asuntos que le atañen directamente y a 
expresar, mediante tales opciones, la di- 
versidad de elección permitida por el plu- 
ralismo político. Pluralismo que también 
es legítimo, aunque debe ser modulado, 
cuando los intereses de la colectividad 
municipal afectan a comunidades asenta- 
das en ámbitos territoriales más amplios, 
ya sea la colectividad regional respectiva, 
ya sea la comunidad estatal. 

Las disposiciones de la LBRL que aca- 
ban de mencionarse también han sido ob- 
jeto, no obstante, de otra interpretación, 
según la cual el municipio únicamente dis- 
pone de una capacidad general para actuar 
en beneficio de la colectividad. Esa capa- 
cidad sólo podrá plasmarse en actuaciones 
«en régimen de autonomía y bajo su pro- 
pia responsabilidad» (artículo 7 .2 LBRL) en 
relación a las materias específica y expre- 
samente atribuidas por la LBRL y la legisla- 
ción sectorial correspondiente. En base a 
la consideración, por una parte, de que si 
bien la autonomía exige la dotación de las 
competencias propias y exclusivas nece- 
sarias para satisfacer el interés de la co- 
lectividad respectiva, la garantía ins- 
titucional de la autonomía local no asegura 
un «ámbito competencia! determinado» 
(STC 40/1981 ). Y en base a la considera- 
ción, por otra parte, de que el pluralismo 
político y la condición administrativa de 
la autonomía local le permiten al legisla- 
dor, estatal y/o autonómico, proceder a la 
restricción del ámbito de actuación muni- 
cipal en régimen de autonomía. 
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En mi opinión, dicha interpretación no 
resulta respaldada por el texto constitucional 
y debe ser rechazada. En atención a una 
serie de consideraciones, entre las cuales 
destacaría las que se manifiestan a conti- 
nuación. 

Legislación estatal y autonómica 
y competencia municipal 

Las previsiones sobre la estructuración te- 
rritorial del Estado (artículo 137 CE) de- 
terminan que la Constitución reserve al 
Parlamento estatal el establecimiento de la 
legislación nuclear relativa al régimen lo- 
cal (artículo 137, in fine y 140 CE). Esta 
legislación, plasmada en las denominadas 
leyes básicas, como es el caso de la LBRL, 
atiende a «la definición de un mínimo 
denominador común normativo en la tota- 
lidad del territorio nacional» (STC 1/1982 
y 147/1991 entre otras muchas del Tribu- 
nal Constitucional). 

En materia de régimen local, ese denomi- 
nador normativo común preserva la prima- 
cía de los intereses estatales y asegura, además, 
el respeto de la autonomía constitucionalmente 
garantizada a los municipios ( artículo 140 CE). 
La legislación estatal se extiende, por lo tan- 
to, «no tan sólo a los aspectos organizativos 
y funcionales, sino también al ámbito de las 
competencias locales» (STC 37/1986 y 214/ 
1989). Por otra parte, la atribución al Estado 
de la responsabilidad última en la concreción 
y protección de los derechos fundamentales 
( artículo 149 .1.1 CE), determina que sea tam- 
bién el legislador estatal quien haya de esta- 
blecer las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y, por consiguiente, 
también de las Administraciones munici- 
pales, «con la finalidad esencial de garan- 
tizar un tratamiento común a todos los 
ciudadanos» (artículo 149.1.18 CE y STC 
214/1989). 
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La Constitución establece, al mismo tiem- 
po, el derecho de las nacionalidades y re- 
giones a la autonomía (artículo 2º y 137 
CE) y la posibilidad de que las Comunida- 
des Autónomas asuman competencias le- 
gislativas y ejecutivas en relación a las 
instituciones locales, como piezas estruc- 
turales de su organización territorial (artí- 
culo 148.1.2º CE)6• Ello implica que la 
legislación estatal debe permitir que «lapo- 
testad normativa que las Comunidades Au- 
tónomas han asumido en sus Estatutos de 
Autonomía, se plasme en opciones diver- 
sas en relación al régimen local» (STC 40/ 
1981, 76/1983, 27/1987 y 214/1989). 

La Constitución sanciona también, por 
último, el derecho de las instancias muni- 
cipales a gestionar con autonomía los in- 
tereses de su colectividad respectiva. En 
la concreción de ese derecho, la legisla- 
ción estatal básica reconoce la capacidad 
de las instituciones municipales para dar- 
se un ordenamiento propio, en su ámbito 
competencia! (artículo 4,1 LBRL), median- 
te normas reglamentarias que expresen las 
opciones políticas en las cuales pueden 
moverse libremente. En función, por una 
parte, de que el principio de autonomía 
conlleva dotar a los órganos de gobierno 
municipal «de las potestades sin las cua- 
les ninguna actuación autónoma es posi- 
ble» (STC 40/1981), y en función, por otra 
parte, de que en un sistema de pluralismo 
político «pueden plantearse legítimamen- 
te distintas opciones políticas» (STC 2/ 
1981 ). Ello impide que las leyes estatales 
y autonómicas establezcan regímenes uni- 
formes, en el territorio del Estado y/o de 
la Comunidad Autónoma respectiva, pero 
no implica, siempre y necesariamente, la 
atribución de competencias exclusivas. Pues 
como ya se ha indicado, en ocasiones, no 
puede llegarse a identificar «un interés 
exclusivo que justifique una competencia 
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exclusiva en el orden decisorio» (STC 2/ 
1981 ). 

La dificultad de delimitar el interés propio 
de las instancias municipales no imposibi- 
lita una aproximación al mismo, reflejado 
en la previsión del legislador en virtud de 
la cual, «en cualquier caso, el municipio 
ejercerá competencias en materia de segu- 
ridad en lugares públicos, ordenación del 
tráfico, protección civil y prevención y ex- 
tinción de incendios, urbanismo, vivienda, 
parques y jardines, vías públicas y vías ru- 
rales, patrimonio histórico-artístico, medio 
ambiente, abastos, mataderos, ferias, mer- 
cados y defensa de usuarios y consumido- 
res, salubridad pública, atención primaria 
de la salud, cementerios y servicios fune- 
rarios, servicios sociales y de promoción 
y reinserción social, suministro de agua y 
alumbrado, limpieza viaria, recogida y tra- 
tamiento de residuos, alcantarillado y tra- 
tamiento de aguas residuales, transporte 
público, actividades culturales y deporti- 
vas, ocio y turismo, participación en edu- 
cación y escolaridad obligatoria» (artículo 
25.2 LBRL). 

La delimitación del círculo de intereses 
propio de las instituciones municipales se 
perfila todavía más en relación a los servi- 
cios que la LBRL denomina «obligatorios». 
Servicios que conllevan, implícitamente y 
dada su cualificación, la asignación de com- 
petencias decisorias y su asunción «en ré- 
gimen de autonomía y bajo la propia 
responsabilidad» (artículo 7 .2 LBRL) y cuya 
efectiva prestación puede ser exigida por 
los vecinos ante los tribunales de justicia. 

Los servicios «obligatorios» se definen 
en atención, por una parte, a su estrecha 
conexión con los intereses de la colectivi- 
dad y a su esencialidad e imprescindibilidad 
para la vida colectiva y, por otra parte, en 
atención a las presumibles disponibilida- 
des de recursos humanos y materiales de 
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los diversos municipios, dado su número 
de habitantes. 

Los servicios "obligatorios" en todos los 
municipios son los siguientes: «Alumbra- 
do público, cementerio, recogida de resi- 
duos, limpieza viaria, abastecimiento do- 
miciliario de agua potable, alcantarillado, 
acceso a los núcleos de población, pavi- 
mentación de las vías públicas y control 
de alimentos y bebidas». En los munici- 
pios de más de 5.000 habitantes, también 
serán obligatorios los servicios de «parque 
público, biblioteca pública, mercado y tra- 
tamiento y recogida selectiva de residuos». 
En los de más de 20.000 habitantes debe- 
rán prestarse, además, «servicios de pro- 
tección civil, sociales, prevención y extin- 
ción de incendios e instalaciones deportivas 
de uso público». Por último, en los muni- 
cipios con más de 50.000 habitantes, de- 
berán prestarse los servicios de «transpor- 
te colectivo de viajeros y protección del 
medio ambiente» (artículo 26.1 LBRL). 

Las previsiones de la LBRL autorizan, 
en mi opinión, la consideración de que 
si bien el legislador, estatal y autonómi- 
co, puede modular el contenido concre- 
to de las competencias municipales, esa 
modulación no puede en ningún caso eli- 
minar las facultades de opción y decisión 
en relación a las competencias y servi- 
cios contemplados en los artículos 25 y 
26 de la LBRL, examinados en los párra- 
fos anteriores. 

El principio de autonomía local 
y la reserva de ley 

La reserva de ley define la relación ley- 
reglamento y exige la adopción por el 
legislador, estatal o autonómico, .de las 
normas relativas a las materias reserva- 
das", Con la finalidad, primordial, de ga- 
rantizar su regulación por el poder políti- 
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co y preservar, con ello, el pluralismo 
(STC 37/1981, 83/1984 y 60/1986). 

La sanción constitucional de la autono- 
mía local determina que la reserva de ley 
actúe, en relación a las competencias mu- 
nicipales, de modo similar a la distribución 
constitucional de funciones entre el Esta- 
do y las Comunidades Autónomas (artícu- 
los 148 y 149 CE). Pues, como ya se ha 
mencionado, la protección otorgada por la 
Constitución «desborda con mucho de la 
simple remisión a la ley ordinaria en or- 
den a la regulación de sus competencias» 
(STC 40/1981). El legislador puede dismi- 
nuir o acrecentar sus competencias, «pero 
nunca en daño del principio de autonomía 
que es uno de los principios estructurales 
básicos de la Constitución» (STC 40/1981). 

La sanción constitucional de la autono- 
mía municipal modula la manifestación de 
la reserva de ley, según la cual el regla- 
mento sólo puede desarrollar, especificar 
y pormenorizar lo previamente estableci- 
do por la ley (STC 83/1984). La autono- 
mía municipal exige una auto-contención, 
en materia de régimen local, que se deriva 
del deber constitucionalmente impuesto al 
legislador de dejarle al municipio un mar- 
gen de opción y de libre decisión, indis- 
pensable para plasmar la diversidad de 
posiciones jurídicas de los ciudadanos que 
la condición representativa de las institu- 
ciones municipales conlleva (STC 83/1984 
y 60/1986). Fundamentalmente, a través del 
ejercicio de la potestad reglamentaria y de 
autoorganización, tributaria y de progra- 
macióri (artículos 4.1 y 22.2 b) y e) LBRL y 
STC 214/1989). 

La sanción constitucional de la autono- 
mía municipal modula, así mismo, aquella 
manifestación de la reserva de ley que im- 
pide el ejercicio de la potestad reglamen- 
taria respecto de materias no asignadas y/ 
o reguladas expresamente por el legisla- 
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dor. Es decir, la garantía constitucional de 
la autonomía municipal autoriza la actua- 
ción de las instituciones municipales, en 
régimen de autonomía y bajo la propia res- 
ponsabilidad, respecto de todas las mate- 
rias o servicios que interesen a su colecti- 
vidad, salvo prohibición expresa por el 
legislador o atribución, también expresa y 
exclusiva, a otra instancia territorial. 

Así se deriva, en mi opinión, de la apli- 
cación analógica de los razonamientos del 
Tribunal Constitucional relativos a las 
Comunidades Autónomas fundados en su 
derecho a la autonomía, a las instituciones 
locales. En base a ello, cabe sostener que 
las previsiones de la legislación estatal y 
autonómica fijan el marco principal que, 
en ausencia de disposición específica en 
contrario, podrá ser desarrollado y concre- 
tado por las instituciones municipales en 
el ámbito delimitado por su colectividad. 
Pues la noción de "legislación" es, en ma- 
teria de régimen local, una noción mate- 
rial como lo es «la noción de bases o de 
normas básicas» (STC 40/1981 y 52/1982), 
razón por la cual, como en las relaciones 
Estado-Comunidades Autónomas, los prin- 
cipios básicos «pueden deducirse racional- 
mente del texto constitucional y de la le- 
gislación vigente, sin que sea precisa la 
previa promulgación de la legislación bá- 
sica estatal para que las Comunidades Au- 
tónomas puedan ejercitar sus competencias» 
(STC 1/1982). 

La modulación del principio de reserva 
de ley en los términos indicados ha sido re- 
conocida, implícitamente, por la jurispru- 
dencia. El Tribunal Constitucional ha sos- 
tenido, en materia tributaria y con argumentos 
extensibles a otros sectores materiales, la 
existencia de una reserva relativa de ley, 
determinante de la restricción del ámbito 
normalmente asignado al legislador, esta- 
tal y/o autonómico. Esa reserva relativa se 
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deriva de la consideración de que, «como 
ocurre con otras reservas de ley presentes 
en la Constitución, el sentido de la aquí es- 
tablecida no es otro que la de asegurar que 
la regulación de determinado ámbito vital 
de las personas dependa exclusivamente de 
la voluntad de sus representantes» (STC 60/ 
1986 y 19/1987). Es por ello que el propio 
tribunal ha precisado que la reserva relati- 
va de ley «no puede entenderse desligada 
de las condiciones propias al sistema de 
autonomías territoriales que la Constitución 
consagra ( artículo 137) y específicamente de 
la garantía constitucional de la autonomía 
local (artículo 140)» (STC 60/1986)8. 

La modulación de la reserva de ley, en 
los términos que se acaban de expresar, 
responde a la configuración constitucional 
de las instituciones locales como instan- 
cias dotadas de capacidad de opción y de- 
cisión en relación al círculo de intereses 
propios de la colectividad y contribuye a 
desautorizar, en mi opinión, la interpreta- 
ción del texto constitucional en virtud de 
la cual el legislador, estatal y autonómico, 
pueden restringir el ámbito de actuación 
municipal, en régimen de autonomía debi- 
do a la ausencia de un «ámbito competencia! 
constitucionalmente garantizado». 

ALGUNAS APRECIACIONES 
SOBRE LA POSICIÓN CONSTITUCIONAL 
DE LOS MUNICIPIOS 

La garantía constitucional de la autono- 
mía municipal y la modulación de la re- 
serva de ley que de la misma se deriva 
justifican, en mi opinión, la considera- 
ción de que la LBRL otorga una competen- 
cia general inherente o implícita a las 
instituciones municipales. En particular, 
para «promover toda clase de actividades 
y prestar cuantos servicios públicos con- 
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tribuyan a satisfacer las necesidades y 
aspiraciones de la comunidad vecinal» 
(artículo 25, l LBRL). 

El reconocimiento de la autonomía lo- 
cal, el modelo de distribución competencia! 
y la modulación del principio de reserva 
de ley ponen de relieve, en mi opinión, que 
la Constitución española no autoriza la 
concepción y configuración de las institu- 
ciones municipales como meras o simples 
Administraciones Públicas. El constituyente 
expresó de forma adecuada, en mi opinión, 
el distinto papel asignado a las institucio- 
nes territoriales (artículos 137, 140 y 149 
CE), a las instancias ejecutivas, estatales 
y autonómicas (artículos 97.l, 140 y 161 
CE) y a las organizaciones administrativas 
adscritas a las mismas (103, 105, 106 y 
149.1.18 CE). 

El sentido que debe asignarse a la dis- 
tribución de funciones entre las institucio- 
nes en que se estructura territorialmente el 
Estado español exige, en mi opinión, la 
superación de las nociones que dejan en 
segundo plano las consecuencias que di- 
manan de la condición democrática y re- 
presentativa de las entidades municipales. 
Y la consideración, por tanto, de que la re- 
serva de ley en favor del Estado para el 
establecimiento de las bases del régimen 
local se deriva de los artículos 137 y 140 
de la Constitución, que definen las institu- 
ciones municipales como piezas estructu- 
rales de la organización del Estado español, 
mientras que las competencias para la de- 
finición del régimen jurídico básico de las 
Administraciones Públicas reconocida por 
el artículo 149.1.18 se ciñen a la estructu- 
ra administrativa municipal. 

En atención a la configuración consti- 
tucional de la autonomía local, en mi opi- 
nión cabe afirmar que los municipios es- 
pañoles están capacitados para la realización 
de cualquier actividad destinada a la pro- 
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moción de los intereses locales en régimen 
de autonomía. La actuación en tal sentido 
dependerá de las disponibilidades econó- 
micas que, en cualquier caso y como ya lo 
ha establecido la LBRL, aunque su cumpli- 
mentación efectiva no se haya traducido 
todavía en una realidad, deberán cubrir los 
gastos ocasionados por la cobertura de los 
servicios que la propia ley establece como 
"esenciales" y como "obligatorios". 

El vigésimo aniversario de la Constitu- 
ción sería una ocasión para abordar abier- 
tamente la cuestión de la remodelación del 
orden jurídico interno, a nivel estatal y au- 
tonómico, a efectos de garantizar esa con- 
dición autónoma y representativa de las ins- 
tituciones municipales. Dicha condición es 
indispensable, a mi juicio, para vehicular 
de forma efectiva su condición de «cauces 
inmediatos de participación ciudadana en 
los asuntos públicos» y para promover la 
profundización de la democracia y el acer- 
camiento de los poderes públicos a los ciu- 
dadanos. En ellos reside la soberanía, como 
enfáticamente afirma el título preliminar de 
la Constitución, pero su implicación en la 
vida colectiva no responde, desgraciadamente 
y como es perfectamente conocido, a esa 
condición y el reto del próximo milenio exige, 
sin duda, afrontar esa realidad. 

MONTSERRAT CUCHILLO i FOIX 
Profesora Titular de la Facultad de Derecho 
Universidad Pompeu Fabra, Barcelona 
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1. Como es sabido, las Comunidades Autónomas 
institucionalizan I os derechos e intereses de las na- 
cionalidades y regiones que integran la Nación es- 
pañola (artículo 2 CE). La Constitución reconoce y 
garantiza su derecho a la autonomía y la solidari- 
dad entre ellas. La Constitución establece un es- 
quema organizativo que ha sido sustancialmente 
incorporado por las 19 Comunidades Autónomas 
existentes. Dicho esquema se basa en una Asam- 
blea Legislativa, elegida por sufragio universal, un 
Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y ad- 
ministrativas y un presidente, elegido por la Asam- 
blea. Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio 
de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Su- 
premo, culmina la organización judicial en el ám- 
bito territorial de cada Comunidad Autónoma. 
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2. El Parlamento de la Comunidad Autónoma de 
Catalunya adoptó la primera ley postconstitucional 
sobre régimen local. El Tribunal Constitucional 
declaró la inconstitucionalidad de sus preceptos más 
importantes. La ley fue derogada y la legislación 
de las Comunidades Autónomas se demoró hasta la 
promulgación de la Ley Reguladora de las Bases 
del Régimen Local en 1985. 
3. Como es posiblemente conocido, la Constitución 
española permite el acceso a la autonomía de las 
nacionalidades y regiones, sin imponer ni dicho 
acceso ni la asunción, en caso de hacerlo, de un 
"quantum" uniforme y obligatorio de competencias 
legislativas y ejecutivas. La concreción del modelo 
se ha saldado con la estructuración de la totalidad 
del Estado español en 19 Comunidades Autónomas, 
que disponen de niveles competenciales distintos. 
4. El legislador estatal regulará las materias res- 
pecto de las cuales se ha sancionado, constitucio- 
nalmente, la primacía de los intereses nacionales, 
en aras de la unidad de la Nación (artículo 149 CE). 
El legislador autonómico regulará las materias res- 
pecto de las cuales la Constitución permite la pri- 
macía de los intereses de la nacionalidad o región y 
que han sido asumidas como propias por cada Co- 
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munidad Autónoma, en el Estatuto de Autonomía 
respectivo, que constituye su norma institucional 
básica (artículo 148 CE). 
5. La figura de la garantía institucional ha sido in- 
corporada por la doctrina y la jurisprudencia espa- 
ñolas, a través de las construcciones jurisprudenciales 
y doctrinales alemanas, aunque el legislador no ha 
incorporado, en relación a la autonomía local, la 
totalidad de mecanismos que esta institución con- 
lleva en el ordenamiento alemán. 
6. Las 19 Comunidades Autónomas existentes en 
el Estado español han asumido, todas ellas, compe- 
tencias en materia de régimen local. 
7. En el sistema jurídico español, el reglamento no 
dispone de un ámbito material propio, pero ello no 
excluye el reglamento independiente, en ausencia 
de reserva de ley. 
8. El legislador español ha reconocido esa modu- 
lación de la reserva de ley derivada de la autono- 
mía municipal y ha establecido, expresamente, su 
capacidad normativa en materia de precios públi- 
cos en la Ley de Haciendas Locales de 1988; de 
prestaciones patrimoniales (artículo 31.1 de la CE); 
tributaria (artículo 133.1 CE) y de seguridad públi- 
ca (artículo 25.2 LBRL). 

BENJAMIN HERRERA BARBOSA 

La responsabilidad por impartir justicia 

Antes de 1991, el derecho de la responsa- 
bilidad se desprendía según el dicho de la 
doctrina, del artículo 16 de la Constitución 
de 1886. Se quiso así separar la respon- 
sabilidad del Estado de la responsabilidad 
del derecho civil, fundándolo en una nor- 
ma propia. Pero a más de encontrar una 
fuente sustantiva independiente, se decía 
que aquélla tenía autonomía orgánica y pro- 
cesal, pues correspondía su conocimiento 
a un juez especializado, y se sometía a una 
acción consagrada en el Código Contencioso 
Administrativo. Fuente constitucional, juez 
administrativo y acción de reparación directa, 
era el trípode sobre el que se apoyaba este 
derecho de la responsabilidad. 

La promulgación de la Constitución de 
1991 y la consagración del artículo 90 so- 
bre responsabilidad del Estado, que la doc- 
trina encuentra inspirada en el mandato 
106.2 de la Constitución española, vino a 
ser la nueva fuente normativa, esta vez ya 
sin discusión alguna. 

La Constitución española consagra, sin 
embargo, dos disposiciones. La primera, 
ya mencionada, que reglamenta la respon- 
sabilidad de la Administración Pública; y 
la segunda, que regula lo relativo a la ad- 
ministración de justicia, que se nota bajo 
el artículo 121. 

La diferencia de tratamiento entre los dos 
tipos de responsabilidad obedece a que, mien- 
tras en el primer caso siempre se trata de una 
responsabilidad objetiva en términos de la 
Constitución española, en el segundo sólo cabe 
una responsabilidad por falla. Pues la Carta 
hispana consagra dos hipótesis de responsa- 
bilidad por impartir justicia: el defectuoso fun­ 
cionamiento y el error judicial. 

A más que entre nosotros no hay una dis- 
posición fundamental que regule particular- 
mente la materia, la ley estatutaria consagró 
adicionalmente otro tipo de responsabilidad, 
esa sí objetiva: la detención injustificada. 

Un estudio del punto relativo a la respon- 
sabilidad por impartir justicia, que no por 
administrar, pues ésta no es función de tal 
raigambre, obliga a considerar separadamente 
dichas hipótesis, en los mismos términos en 
que lo menciona el artículo 65 de la ley 270. 
Por esta razón, se considerarán sucesivamente 
el error judicial, la detención injustificada 
y el defectuoso funcionamiento. 

ERROR JUDICIAL 

Se encuentra consagrado en el artículo 66 
ya citado, cuando se dice: « ... el Estado 
responderá[ ... ] por el error jurisdiccional». 
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